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ACTA DE COMITÉ DE CONCILIACIÓN No. 041

Fecha: 


4 de noviembre de  2011

Hora: 
 


8:00 A.M. 

ASISTENTES:

Doctor JOSE J. DOMINGUEZ GIRALDO  





Jefe Oficina Privada   

            

Presidente Comité de Conciliación  
            

Doctor  RAFAEL LOPEZ HOYOS     

                        

Secretario de Servicios Administrativos 





Doctora LUZ ADRIANA GOMEZ OCAMPO


Secretaria Jurídica r 
Doctor  JUAN MANUEL VALENCIA ARIAS


Secretario de Infraestructura

                                   Doctora YUDI FRANCES RAMIREZ GIRALDO

                        
           Secretaria Técnica Comité de Conciliación
ORDEN DEL DIA
1- Verificación del Quórum.
2- Temas a tratar:
a- Solicitudes de Conciliaciones presentados por 4 funcionarios de la Contraloría Departamental del Quindío, para el reconocimiento y pago de la Bonificación por Servicios Prestados de las Vigencias  2005 al 2008.
b- INTERPOSICIÓN  RECURSO DE APELACION CONTRA LA SENTENCIA DEL 15 DE SEPTIEMBRE DE 2011,  EL CUAL SUSTENTARE DE LA SIGUEINTE MANERA.

	                     Radicación:

                     Proceso:
	No. 2007-00293-00

DE NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO DE CARÁCTER LABORAL

	                     Demandante:
	JOSE MILCIADES RIOS MOLINA  

	                     Demandado:
	CONTRALORÍA GENERAL DEL DEPARTAMENTO DEL QUINDÍO Y EL DEPARTAMENTO DEL QUINDÍO.




· INTERPOSICIÓN RECURSO DE APELACION CONTRA LA SENTENCIA DEL 27  DE SEPTIEMBRE DE 2011,  EL CUAL SUSTENTARE DE LA SIGUIENTE MANERA.

	                     Radicación:

                     Proceso:
	No. 63-001-3331-003-2007-00311-00

DE NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO DE CARÁCTER LABORAL

	                     Demandante:
	LUZ MARINA GOMEZ PIZZA 

	                     Demandado:
	DEPARTAMENTO DEL QUINDÍO –ASAMBLEA DEPARTAMENTAL DEL QUINDIO- CONTRALORÍA GENERAL DEL DEPARTAMENTO DEL QUINDÍO



· INTERPOSICIÓN RECURSO DE APELACION CONTRA LA SENTENCIA DEL 13 DE OCTUBRE DE 2011,  EL CUAL SUSTENTARE DE LA SIGUEINTE MANERA.
	                     Radicación:

                     Proceso:
	No. 63-001-3331-004-2007-00300-00

DE NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO DE CARÁCTER LABORAL

	                     Demandante:
	BEATRIZ ELENA ARIAS   

	                     Demandado:
	DEPARTAMENTO DEL QUINDÍO - CONTRALORÍA GENERAL DEL DEPARTAMENTO DEL QUINDÍO 


· INTERPOSICIÓN RECURSO DE APELACION CONTRA LA SENTENCIA DEL 13 DE OCTUBRE DE 2011,  EL CUAL SUSTENTARE DE LA SIGUIENTE MANERA.

	                     Radicación:

                     Proceso:
	No. 63-001-3331-003-2007-00310-00

DE NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO DE CARÁCTER LABORAL

	                     Demandante:
	VICTOR HUGO GARCIA  

	                     Demandado:
	DEPARTAMENTO DEL QUINDÍO - CONTRALORÍA GENERAL DEL DEPARTAMENTO DEL QUINDÍO 


· INTERPOSICIÓN RECURSO DE APELACION CONTRA LA SENTENCIA DEL 13 DE OCTUBRE DE 2011,  EL CUAL SUSTENTARE DE LA SIGUEINTE MANERA.

	                     Radicación:

                     Proceso:
	No. 63-001-3331-003-2007-00312-00

DE NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO DE CARÁCTER LABORAL

	                     Demandante:
	JOSE OMAR LONDOÑO RODRIGUEZ  

	                     Demandado:
	DEPARTAMENTO DEL QUINDÍO - CONTRALORÍA GENERAL DEL DEPARTAMENTO DEL QUINDÍO 


c- Se somete a estudio del Comité de Conciliación Acta de liquidación al contrato de Obra Publica 097 de octubre 8 de 2009 suscrito con el Ingeniero JAIRO AGUDELO GIRALDO  y el señor Gobernador del Departamento del Quindío doctor JULIO CESAR LOPEZ ESPINOSA, acta que contiene obligaciones pendientes por parte de la Administración a favor del ingeniero antes mencionado, por concepto de obra ejecutoriada  no contratada suma que asciende  a $20.002.276,oo. 
3- Proposiciones y varios.
DESARROLLO DEL ORDEN DEL DÍA
1- Se verifica que existe Quórum para deliberar y decidir; preside la reunión el Doctor JOSE J. DOMINGUEZ Jefe Oficina  Privada  y Presidente del Comité de Conciliación.  

2- Temas a tratar:

a- Solicitudes de Conciliaciones presentados por 4 funcionarios de la Contraloría Departamental del Quindío, para el reconocimiento y pago de la Bonificación por Servicios Prestados de las Vigencias  2005 al 2008.
El día 6 de octubre de 2011 se solicita a la Señora Contralora Departamental del Quindío doctora MARISOL RAMOS NIÑO, se informe si los señores: 

· LUCERO RAMÍREZ GIRALDO.

· MARÍA ALEYDA ROA.

· ARBEY JULIAN TORRES

· JORGE IVAN SIERRA

Quienes pretenden:

· El reconocimiento y pago de la Bonificación por Servicios Prestados de las vigencias 2005, 2006 y 2007.

· El reconocimiento y pago de los ajustes al valor a que haya lugar con motivo de la disminución del poder adquisitivo de cada una de la diferencias en los dineros adeudados, y demás emolumentos causados desde el momento en que se origino la prestación, de conformidad con el artículo 178 del C.C.A, tomando como base la variación del índice de precios al consumidor (IPC) hasta que se materialice el pago de lo debido.

Tienen derecho a los emolumentos reclamados, igualmente que anualidades tienen prescritas y si la Contraloría General del Departamento tiene ánimo conciliatorio.

Se analiza nuevamente los asuntos antes referenciados, decidiendo el Comité de Conciliación de la Gobernación del Quindío, que si la Contraloría General del Departamento a través de su Comité Jurídico tiene los argumentos legales suficientes  para conciliar, se llegue entonces a un acuerdo conciliatorio. Se aprueban  así las conciliaciones solicitadas siempre y cuando la entidad fiscal las apruebe,  aplicando la prescripción desde el momento en que se realizo la reclamación a la Contraloría Departamental.
b-INTERPOSICIÓN  RECURSO DE APELACION CONTRA LA SENTENCIA DEL 15 DE SEPTIEMBRE DE 2011,  EL CUAL SUSTENTARE DE LA SIGUEINTE MANERA.

	                     Radicación:

                     Proceso:
	No. 2007-00293-00

DE NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO DE CARÁCTER LABORAL

	                     Demandante:
	JOSE MILCIADES RIOS MOLINA  

	                     Demandado:
	CONTRALORÍA GENERAL DEL DEPARTAMENTO DEL QUINDÍO Y EL DEPARTAMENTO DEL QUINDÍO.




· INTERPOSICIÓN RECURSO DE APELACION CONTRA LA SENTENCIA DEL 27  DE SEPTIEMBRE DE 2011,  EL CUAL SUSTENTARE DE LA SIGUIENTE MANERA.

	                     Radicación:

                     Proceso:
	No. 63-001-3331-003-2007-00311-00

DE NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO DE CARÁCTER LABORAL

	                     Demandante:
	LUZ MARINA GOMEZ PIZZA 

	                     Demandado:
	DEPARTAMENTO DEL QUINDÍO –ASAMBLEA DEPARTAMENTAL DEL QUINDIO- CONTRALORÍA GENERAL DEL DEPARTAMENTO DEL QUINDÍO



· INTERPOSICIÓN RECURSO DE APELACION CONTRA LA SENTENCIA DEL 13 DE OCTUBRE DE 2011,  EL CUAL SUSTENTARE DE LA SIGUEINTE MANERA.
	                     Radicación:

                     Proceso:
	No. 63-001-3331-004-2007-00300-00

DE NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO DE CARÁCTER LABORAL

	                     Demandante:
	BEATRIZ ELENA ARIAS  

	                     Demandado:
	DEPARTAMENTO DEL QUINDÍO - CONTRALORÍA GENERAL DEL DEPARTAMENTO DEL QUINDÍO 


· INTERPOSICIÓN RECURSO DE APELACION CONTRA LA SENTENCIA DEL 13 DE OCTUBRE DE 2011,  EL CUAL SUSTENTARE DE LA SIGUIENTE MANERA.

	                     Radicación:

                     Proceso:
	No. 63-001-3331-003-2007-00310-00

DE NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO DE CARÁCTER LABORAL

	                     Demandante:
	VICTOR HUGO GARCIA  

	                     Demandado:
	DEPARTAMENTO DEL QUINDÍO - CONTRALORÍA GENERAL DEL DEPARTAMENTO DEL QUINDÍO 


· INTERPOSICIÓN RECURSO DE APELACION CONTRA LA SENTENCIA DEL 13 DE OCTUBRE DE 2011,  EL CUAL SUSTENTARE DE LA SIGUEINTE MANERA.

	                     Radicación:

                     Proceso:
	No. 63-001-3331-003-2007-00312-00

DE NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO DE CARÁCTER LABORAL

	                     Demandante:
	JOSE OMAR LONDOÑO RODRIGUEZ  

	                     Demandado:
	DEPARTAMENTO DEL QUINDÍO - CONTRALORÍA GENERAL DEL DEPARTAMENTO DEL QUINDÍO 


Contempla la Carta Política de Colombia:

“ARTICULO 125. Los empleos en los órganos y entidades del Estado son de carrera. Se exceptúan los de elección popular, los de libre nombramiento y remoción, los de trabajadores oficiales y los demás que determine la ley.

Los funcionarios, cuyo sistema de nombramiento no haya sido determinado por la Constitución o la ley, serán nombrados por concurso público.

El ingreso a los cargos de carrera y el ascenso en los mismos, se harán previo cumplimiento de los requisitos y condiciones que fije la ley para determinar los méritos y calidades de los aspirantes.

El retiro se hará: por calificación no satisfactoria en el desempeño del empleo; por violación del régimen disciplinario y por las demás causales previstas en la Constitución o la ley.

En ningún caso la filiación política de los ciudadanos podrá determinar su nombramiento para un empleo de carrera, su ascenso o remoción.

PARÁGRAFO. Adicionado por el artículo 6 del A.L. 1 de 2003. Los períodos establecidos en la Constitución Política o en la ley para cargos de elección tienen el carácter de institucionales. Quienes sean designados o elegidos para ocupar tales cargos, en reemplazo por falta absoluta de su titular, lo harán por el resto del período para el cual este fue elegido”.

“Artículo 267.-  El control fiscal es una función pública que ejercerá la Contraloría General de la República, la cual vigila la gestión fiscal de la administración y de los particulares o entidades que manejen fondos o bienes de la Nación.

… La Contraloría es una entidad de carácter técnico con autonomía administrativa y presupuestal.  No tendrá funciones administrativas distintas de las inherentes a su propia organización”.

“Artículo 268.-  El Contralor General de la República tendrá las siguientes atribuciones:

1, 2, 3, …

10.-  Proveer mediante concurso público los empleos de su dependencia que haya creado la ley.  Ésta determinará un régimen especial de carrera administrativa para la selección,  promoción y retiro de los funcionarios de la Contraloría”…

“Artículo 272.-  La vigilancia de la gestión fiscal de los departamentos, distritos y municipios donde haya contralorías, corresponde a éstas y se ejercerá en forma posterior y selectiva.

… Corresponde a las asambleas y a los concejos distritales y municipales organizar las respectivas contralorías como entidades técnicas dotadas de autonomía administrativa y presupuestal…”.

“Artículo 274.-  La vigilancia de la gestión fiscal de la Contraloría General de la República se ejercerá por un auditor elegido para períodos de dos años por el Consejo de Estado…”.

“Artículo 286.-  Son entidades territoriales los departamentos,…”.

“Artículo 287.-  Las entidades territoriales gozan de autonomía para la gestión de sus intereses, y dentro de los límites de la Constitución y la ley.  En tal virtud tendrán los siguientes derechos:

1. Gobernarse por autoridades propias.

2. Ejercer las competencias que les correspondan

3. Administrar los recursos y establecer los tributos necesarios para el cumplimiento de sus funciones.

4. Participar en las rentas nacionales”.

“Artículo 298.-  Los departamentos tienen autonomía para la administración de los asuntos seccionales y la planificación y promoción del desarrollo económico y social dentro de su territorio en los términos establecidos por la Constitución.

Los departamentos ejercen funciones administrativas, de coordinación, de complementariedad de la acción municipal, de intermediación entre la nación y los municipios y de prestación de los servicios que determinen la Constitución y las leyes”.

“ARTICULO 300. Modificado por el artículo 2 del A.L. 1 de 1996. Corresponde a las Asambleas Departamentales, por medio de ordenanzas:
1, 2, 

7. Determinar la estructura de la Administración Departamental, las funciones de sus dependencias, las escalas de remuneración correspondientes a sus distintas categorías de empleo; crear los establecimientos públicos y las empresas industriales o comerciales del departamento y autorizar la formación de sociedades de economía mixta”.

La Ley 330 de 1996, establece:

“ARTÍCULO 2o. NATURALEZA. Las Contralorías Departamentales son organismos de carácter técnico, dotadas de autonomía administrativa, presupuestal y contractual. 

En ningún caso podrán ejercer funciones administrativas distintas de las inherentes a su propia organización”. 

“ARTÍCULO 3o. ESTRUCTURA Y PLANTA DE PERSONAL. Es atribución de las Asambleas Departamentales, en relación con las respectivas Contralorías, determinar su estructura, planta de personal, funciones por dependencias y escalas de remuneración correspondientes a las distintas categorías de empleo, a iniciativa de los contralores”. 

La Ordenanza 010 de mayo 14 de 1993, “Por medio de la cual se expide el Régimen de Control Fiscal del Departamento, Municipios y Entidades Descentralizadas”, consagra:

“Artículo 2º.-  Noción:  El control fiscal es una función pública que ejerce la Contraloría General del Departamento, la cual vigila la gestión fiscal de la Administración y de los particulares o entidades que manejen fondos o bienes del tesoro público…”

“Artículo 3.-  Naturaleza del control.  Este control se ejercerá en forma posterior y selectiva…”.

“Artículo 8.-  Noción.  La Contraloría General del Departamento es una entidad de carácter técnico, con autonomía administrativa y presupuestal…”.  (Subrayas fuera de texto).

“Artículo 29.-  Funciones en materia de organización interna de la Contraloría.  Corresponde al Contralor General del Departamento en relación con la misma Contraloría:

1.

2. Organizar sus dependencias de acuerdo a la estructura fijada por la Honorable Asamblea.

3, 4,…

5. Nombrar y remover a los empleados de la Institución de acuerdo a la normatividad vigente”.  (Subrayas fuera de texto).

La Ordenanza No. 0027 de agosto 5 de 2002 “POR MEDIO DE LA CUAL SE ESTABLECEN LAS FUNCIONES Y REQUISITOS MÍNIMOS PARA LOS CARGOS DE LA PLANTA DE PERSONAL DE LA CONTRALORÍA DEPARTAMENTAL”, estipula en su artículo PRIMERO: 

“Establézcanse las funciones específicas y requisitos mínimo por cargo, para los diferentes empleos que conforman la planta de personal globalizada de la Contraloría General del Departamento del Quindío, de la siguiente forma:

…NOMBRE DEL CARGO:  Contralor Departamental…

FUNCIONES:

· Ejercer la representación legal de la entidad…”.

En fallo de Primera Instancia se contempla:

“PROBLEMA JURIDICO  Se pregunta en esta oportunidad el Juzgado si la demandante tiene derecho a ser reintegrada o reubicada a un cargo igual, similar o de mayor categoría al que ejercía al momento de la supresión del cargo.

Para desatar la petición debe analizarse, en primer lugar, lo relacionado  con la supresión del cargo del personal en carrera administrativa, seguidamente los hechos probados  y la legalidad del acto administrativo.

Los procesos de fusión, modificación y reestructuración, entre otros, que se surten al interior de las entidades estatales, han sido avalados legal y constitucionalmente en la medida en que se hacen necesarios para mejorar la prestación de servicios públicos y efectivizar los principios propios  de la administración pública. 

Dentro de estos procesos pueden presentarse la supresión de empleos …

En tal virtud,  la supresión de los empleos públicos, constituye una causa legal del retiro del servicio de tales empleados, la cual se encuentra justificada por la necesidad de acondicionar las plantas de personal de las entidades públicas a los requerimientos del servicio para hacer más ágil, eficaz y eficiente la función  que éstos deben cumplir.

…

La Ley 330 de 1996, “Por la cual se desarrolla parcialmente  el artículo 308 de la Constitución Política y se dictan otras disposiciones relativas a las Contralorías Departamentales”, señalo claramente cómo debe determinarse la planta de personal en tales entes de control. Veamos: 

“ARTICULO 3: ESTRUCTURA Y PLANTA DE PERSONAL. Es atribución de las Asambleas Departamentales, en relación con las respectivas Contralorías, determinar su estructura, planta de personal, funciones por dependencias y escalas de remuneración correspondientes a las distintas categorías de empleo, a iniciativa de los contralores.” 

Bajo este entendido, es claro entonces,  que el competente para tomar la iniciativa de llevar a cabo la modificación y/o restructuración de la planta de personal de las Contralorías Departamentales, está en cabeza del titular de dicha entidad, misma que debe ser aprobada por la Asamblea Departamental. 

No obstante tal facultad, debe ser analizada de manera conjunta a la normatividad que regula  la administración del empleo público y la carrera administrativa, y específicamente, lo atinente a las modificaciones a las plantas de personal, esto es, a la Ley 909 de 2004 y sus decreto reglamentarios (…) 

Adviértase que la norma se refiere a las entidades en sentido general y no aluden sólo a aquellas que tienen el carácter de personas jurídicas, esto con el fin de salvar cualquier tipo de debate en relación con el punto, aunado a lo anterior, debe atenderse a lo dispuesto en el artículo 272 de la Constitución Política, según el cual corresponde a las asambleas y a los concejos distritales y municipales organizar las respectivas contralorías como entidades técnicas dotadas de autonomía administrativa y presupuestal, es decir con una especialisima naturaleza jurídica, lo que a todas luces le permite adelantar el procedimiento ordenado. 

Así mismo, el Decreto 1227 de 2005, por medio del cual se reglamenta parcialmente la Ley 909 de 2004, en cuanto a los requisitos  que deben observarse para adelantar un proceso de reforma a las plantas de empleos de las entidades de la Rama Ejecutiva del orden Nacional y Territorial, (…)  

(…) se infiere claramente que para llevarse a cabo la reducción de cargos de la planta de empleos de las entidades de la Rama Ejecutiva, incluida la Contraloría General del Departamento del Quindío, se debe contar con un estudio técnico que soporte la reestructuración de los empleos, la cual debe fundarse en necesidad del servicio o en motivos de racionalización del gasto público.

En virtud de lo anterior, y extrapolándonos al caso sub-examine, la entidad accionada, no realizo el estudio técnico que se requería, pues lo único, que hizo fue una propuesta de reducción de la planta de personal (…), la cual se originó en virtud de la Ley 617 de 2000, conforme a la cual, la Contraloría del Departamento del Quindío, se encontraba en la obligación de reducir el gasto; y sobre este particular no se discute tal argumento, pues una de las razones contempladas por la Ley para llevar acabo modificaciones de las plantas de personal es precisamente la racionalización del gasto público, sin embargo esta situación, no libera a la entidad que inicia un proceso de modificación de una planta de personal, de adelantarlo con sujeción a la normatividad existente, lo anterior, no sólo con la finalidad de respetar los derechos de quienes se encuentran inscritos en carrera administrativa, sino, además, de garantizar la eficiencia de la gestión pública, que no se agota en la reducción del gasto, sino que además requiere, la garantía de que el servicio que presta la entidad se haga de manera adecuada, oportuna y a través de funcionarios idóneos. 

(…)

Ahora bien,  en la propuesta  adelantada por la Contraloría Departamental del  Quindío, en el sentido de reducir su planta de personal, no existe un verdadero análisis de las cargas laborales, como tampoco se señalan los criterios a tenerse en cuenta por la administración para la configuración de la nueva planta de personal.

La exigencia de los estudios técnicos se justifica en la garantía de los derechos de los servidores que se vean afectados con el proceso y cuyo interés particular debe ceder en beneficio del interés general.

Es por ello que estos estudios deben reunir los requisitos previstos por el legislador y contener como mínimo el análisis de los procesos técnicos misionales y de apoyo, una evaluación de las cargas laborales, una evaluación de las funciones asignadas a cada uno de los empleos, una revisión de la estructura de la entidad, un estudio de la planta vigente en la que se analicen los perfiles de los empleos, los cargos existentes y los que desaparecerán como consecuencia del proceso supresor, y finalmente, la propuesta de la nueva planta de personal.

Claramente se observa que la denominada propuesta no contiene un estudio de la carga laboral existente y justificación distinta a la de la racionalización del gasto, que permita determinar  la planta de personal con la cual se puedan lograr los niveles de eficiencia y eficacia en la prestación de los servicios.

Cuando se propone la plurimencionada reducción de cargos, se observa (…) que la misma, no está soportada en un real  estudio de las funciones de daca uno de los cargos, como tampoco de lo que sucedería con las funciones de los cargos que se suprimen, ni que requisitos deban cumplirse, ni cuál es el criterio que debe adoptar el nominador para el retiro de los servidores.

Así entonces, la supresión del cargo  de Técnico  Código y Grado 01-314, que se efectuó mediante la ordenanza 011 del 26 de abril de 2007, no se fundamentó, en un estudio técnico,  mediante el cual se concluyera, que la entidad necesitaba reducir la planta de empleos.

Habidos, los razonamientos que anteceden le permiten al Despacho concluir, que la Contraloría Departamental del Quindío, no contó, previo al proceso de reducción de cargos al que fue sometido su personal, con un estudio técnico que le hubiera permitido identificar las supuestas deficiencias que venían afectando la adecuada y eficiente prestación de sus servicios. En efecto, se reitera que, ninguno de los documentos que se aportaron al expediente dan cuenta de la existencia de un análisis del perfil y la carga laboral de cada uno de los empleos de su planta de personal, así como tampoco de un análisis de los proceso técnico misional y de apoyo de dicho ente que concluyeran en la necesidad de suprimir un número determinado de cargos en la planta de personal.

Bajo estos supuestos, debe decirse que la falta de un  estudio técnico dentro del proceso de reducción de cargos de la Contraloría Departamental del Quindío da lugar a que este Juzgado Primero de Descongestión, declare la nulidad, por expedición  irregular  de la Ordenanza No. 0011 del 26 de abril de 2007,  mediante el cual se redujo la planta de empleos de la Contraloría Departamental del Quindío.

(…) 

Ahora, en el caso que hoy ocupa la atención del despacho, se tiene que, la decisión a través de la cual la administración resolvió modificar la planta de la Contraloría General  del Departamento del Quindío y posteriormente suprimió varios cargos entre ellos el de la actora, se  encuentran viciadas de nulidad y por tanto no se ajusta a la normatividad que regula tales actuaciones, lo que necesariamente generará la declaratoria de nulidad de los actos administrativos acusados. Bajo este entendido, debe decirse que la causal que dio origen al retiro de la Señora ARIAS GONZALEZ  ha desaparecido del ordenamiento jurídico y por tanto corresponde su reintegro al cargo que venía desempeñando, en cuanto se encuentra probado dentro de las presentes diligencias que aquella ostentaba derechos de carrera al momento de ser separada de su cargo”. (…)

Frente a lo esgrimido en Fallo de Primera Instancia y en la cual se condena al Departamento del Quindío,   a dicho en Sentencia el CONSEJO DE ESTADO SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO SECCION SEGUNDA - SUBSECCION "A" Consejero ponente: ALBERTO ARANGO MANTILLA Bogotá, D.C., veintiséis (26) de octubre de dos mil (2000). Radicación número: 14992 Actor: JONH JAIRO PELAEZ FERNÁNDEZ. Demandado: DEPARTAMENTO DEL QUINDIO - ASAMBLEA DEPARTAMENTAL Y CONTRALORIA DEPARTAMENTAL, lo siguiente:  

“SUPRESION DE CARGO EN CONTRALORIA DEPARTAMENTAL - Competencia de la Asamblea Departamental / CONTRALORIA DEPARTAMENTAL - Competencia para su organización / ASAMBLEA DEPARTAMENTAL - Competencia para organizar Contralorías / COMUNICACIÓN SOBRE SUPRESION DE CARGO - Constituyó acto demandable / DESVIACION DE PODER – Inexistencia. De la comparación de los artículos 272 y 300 de la Constitución Política, se infiere claramente que mientras la facultad atribuida  a las Asambleas Departamentales para determinar la estructura de la administración departamental, solo podrá hacerse mediante ordenanzas dictadas o reformadas  a iniciativa del Gobernador, la potestad señalada para organizar las Contralorías Departamentales, es sin condición alguna. Significa lo anterior que para determinar la organización de las Contralorías Departamentales, la potestad radica en cabeza de la Asamblea Departamental, sin que sea necesario para proferir la norma ordenazal, iniciativa de funcionario alguno. En este orden de ideas, no existe falta de competencia de la Asamblea Departamental en la expedición de la ordenanza 020 de 1995, pues para ejercer dicha facultad no requería que ésta fuera propuesta por iniciativa del Contralor Departamental.  Como lo ha sostenido en reiterada jurisprudencia esta Corporación, la supresión de los cargos en las Contralorías es una facultad propia del Contralor, en virtud de la autonomía administrativa que la Constitución prescribe para estos entes.   El oficio del Contralor que se acusa en esta litis, no es una simple comunicación, como lo dijo erradamente el a-quo, ya que por provenir del contralor, funcionario que tenía la facultad para modificar su situación laboral, la retiró del servicio.  NOTA DE RELATORIA: El presente extracto corresponde a apartes de la sentencia reiterada de octubre 16 de 1998, Exp. 16347, Ponente: Dra. DOLLY PEDRAZA DE ARENAS” (…)

Así mismo se transcribe concepto del Consejo  de Estado, que alude a lo referido en el pronunciamiento de Primera Instancia, así:

CONSEJO DE ESTADO SALA DE CONSULTA Y SERVICIO CIVIL Consejero Ponente: Enrique José Arboleda Perdomo Bogotá, D.C., treinta y uno (31) de agosto de 2005 Referencia: Radicación No. 1658. Carrera Administrativa. Régimen Especial en las Contralorías Territoriales y aplicación de la Ley 909 del 2004 El señor Director del Departamento Administrativo de la Función Pública formula a esta Sala las siguientes preguntas:

"1- Conteniendo (sic) la Ley 909 de 2004 un Régimen General de Carrera Administrativa, éste es aplicable a las Contralorías Territoriales, las cuales deben regirse por una norma especial de carrera?"

"2- De conformidad con lo establecido por la ley 909 de 2004, la Comisión Nacional del Servicio Civil es competente para administrar y vigilar la carrera administrativa especial de las Contralorías Territoriales, dado que de su competencia se excluyen los regímenes especiales de carrera al tenor de lo dispuesto por el artículo 130 de la Constitución Política?

De ser negativa la respuesta, que órgano tendría esta competencia?"

"3- Pueden las Contralorías territoriales desarrollar sus instrumentos de evaluación del desempeño laboral y someterlo a la aprobación de la Comisión Nacional del Servicio Civil, o pueden éstas surtir tal trámite sin su aprobación?"

Consideraciones de la Sala:

Con el fin de resolver los interrogantes planteados por el Sr. Director del Departamento Administrativo de la Función Pública, procede la Sala a analizar las vicisitudes en la definición de las reglas aplicables a la carrera administrativa de las contralorías territoriales, que explican y permiten plantear los problemas jurídicos implícitos en las preguntas formuladas, para luego proceder a analizarlos y concluir con las respuestas solicitadas.

I. LAS VICISITUDES LEGALES Y JURISPRUDENCIALES SOBRE LA REGULACIÓN DE LA CARRERA ADMINISTRATIVA DE LAS CONTRALORÍAS TERRITORIALES.

1. El marco constitucional

Tanto la jurisprudencia como la doctrina constitucional en relación con la carrera administrativa, aceptan actualmente y sin mayores controversias, las siguientes reglas generales que resultan de la interpretación del artículo 125 de la Constitución Política y que hacen referencia al tema que se estudia:

· Todos los empleos del Estado son de carrera, de lo que se desprende que la regla general es la carrera, y las otras relaciones jurídicas constituyen una excepción a la norma. 

· Hay tres excepciones a la regla general de la carrera: los empleos de elección popular, los de libre nombramiento y remoción y los de los trabajadores oficiales. La ley puede crear otras. 

· La carrera implica que los méritos y las calidades de los aspirantes a empleos públicos, sean los únicos criterios para el ingreso y el ascenso. 

· El concurso público es la regla general para la selección y el nombramiento de los funcionarios. Las excepciones deben ser expresas en la Constitución o la ley. 

· Está excluida la política como criterio de nombramiento en los empleos de carrera. 

· Existe reserva de ley en materia de la regulación de la carrera de todos los funcionarios del Estado: de las tres ramas del poder, los órganos autónomos, los de control, las entidades territoriales y sus diferentes órganos, etc. 

· Son causales de retiro: la calificación no satisfactoria en el desempeño del empleo y la violación al régimen disciplinario. 

Igualmente, es pacífica la interpretación del artículo 130 del Estatuto Fundamental, dentro de cuyos efectos jurídicos, en cuanto se relacionan con este concepto, cabe reseñar los siguientes: 

· Los cargos de carrera se regulan por varios regímenes que se pueden clasificar en: el régimen general, que como su nombre lo indica constituye la regla para todos los empleos, salvo los que tengan norma exceptiva; los regímenes llamados específicos, que son de creación legal sobre los cuales el Congreso tiene plena facultad de configuración; y los llamados especiales, determinados como tales por la propia constitución, en cuya administración y vigilancia es totalmente ajena la Comisión Nacional del Servicio Civil. 

· La existencia de la Comisión Nacional del Servicio Civil, entidad única con competencia sobre todo el territorio nacional, cuya función primordial es la de administrar y vigilar las carreras administrativas, excepción hecha de las especiales y de aquellas específicas en las que la ley la excluya. 

· A lo largo del texto constitucional se encuentran estas carreras especiales: la de las Fuerzas Militares y la Policía Nacional (Artículos 217 y 218); la de la Fiscalía General de la Nación (Artículo 253); la de la Rama Judicial (Artículo 256, inciso 1º); la de la Contraloría General de la República (Art. 268 num. 10); y la de la Procuraduría General de la Nación (Art. 279). 

Con fundamento en el inciso sexto del artículo constitucional 272, la ley y la jurisprudencia han entendido que las contralorías territoriales igualmente están sujetas a un régimen especial de carrera, criterio que esta Sala ha compartido en pronunciamientos anteriores y reitera en el presente, teniendo en cuenta además, lo ordenado por el numeral 2 del artículo 3º de la Ley 909 de 2004. Dice en lo pertinente la Constitución Política en el artículo citado:

"Artículo. 272. ... 

Los contralores departamentales, distritales y municipales ejercerán, en el ámbito de su jurisdicción, las funciones atribuidas al Contralor General de la República en el artículo 268 y podrán, según lo autorice la ley, contratar con empresas privadas colombianas el ejercicio de la vigilancia fiscal."

Por su parte el artículo 268 de la Carta, estatuye:

"Artículo 268. El Contralor General de la República tendrá las siguientes atribuciones: (¿)

10. Proveer mediante concurso público los empleos de su dependencia que haya creado la ley. Esta determinará un régimen especial de carrera administrativa para la selección, promoción y retiro de los funcionarios de la Contraloría. Se prohíbe a quienes formen parte de las corporaciones que intervienen en la postulación y elección del Contralor, dar recomendaciones personales y políticas para empleos en su despacho." (Se destaca).

Teniendo en cuenta la somera exposición del tema a nivel constitucional, se puede plantear el problema jurídico de la consulta: Si el Congreso omite expedir las reglas de alguna de las carreras especiales, qué se aplica: (a) ¿la carrera general, entendiéndose entonces que los funcionarios de la dependencia sin la ley especial, hacen parte de la carrera general hasta tanto se expida la regla especial? O bien (b) ¿se aplican, a esos empleados de carrera especial, aquellas normas de la carrera general que sean compatibles con la especialidad de la entidad de que se trate, respetando su autonomía y finalidad? 

2. La regulación legal de la carrera especial de las contralorías territoriales a partir de la Constitución de 1991.

En vigencia de la Constitución de 1991, el legislador ha expedido tres leyes para desarrollar el artículo 125: la Ley 27 de 19921, la Ley 443 de 19982 y la Ley 909 de 20043.

Para los fines de la consulta, baste señalar que los ordenamientos en comento han definido la carrera administrativa como un sistema técnico de administración del personal, que tiene por objeto garantizar la eficiencia de la administración pública y ofrecer igualdad en las oportunidades de ingreso al servicio, con aplicación del criterio del mérito en los procesos de selección.4

Respecto de su cobertura o campo de aplicación, las leyes en comento regulan la relación laboral de los empleados de carrera administrativa, salvo los casos de las carreras especiales y de las específicas.

En relación con las carreras especiales, y dentro de éstas la de los funcionarios de las contralorías territoriales, la ley 27 de 1992 dispuso en el segundo inciso del artículo segundo:

"Artículo 2. De la cobertura. ...

Mientras se expiden las normas sobre administración del personal de las entidades y organismos con sistemas especiales de carrera señalados en la Constitución, que carecen de ellas, de las contralorías departamentales, distritales diferentes al distrito capital5, municipales, auditorías y/o revisorías especiales de sus entidades descentralizadas, y de las personerías, le serán aplicables las disposiciones contenidas en la presente ley" (Se subraya).

La norma transcrita fue declarada constitucional por la Corte Constitucional, en sentencia C-391 de 19936 argumentando que el legislador está facultado por la Constitución para desarrollar los principios plasmados en el artículo 125 de la misma, tanto de manera permanente para los empleos sujetos al régimen ordinario, como de manera transitoria mientras se dictan los estatutos especiales. A la vez advirtió:

"Ahora bien, si el Congreso se abstiene indefinidamente de expedir los estatutos especiales que prevé la Carta, haciendo también indefinida la aplicación de las indicadas normas generales, excediendo los términos razonables para ejercer su competencia, incurriría en una conducta violatoria de la Carta Política, pero la violación consistiría precisamente en una conducta omisiva y no tendría por qué afectar la constitucionalidad de las disposiciones dictadas a título precario. Acceder a la inexequibilidad planteada significaría dejar sin régimen jurídico la administración de personal de carrera en buena parte de los órganos y entidades que deben tenerlo, según mandato del artículo 125 de la Carta."

En el resto del articulado de la ley, se guardó silencio sobre la forma como se debía administrar la carrera de las contralorías territoriales.

La Ley 443 de 1998, reguló nuevamente la carrera administrativa y buscó solucionar varios de los problemas encontrados en la aplicación de la anterior regulación, y en el parágrafo segundo del artículo 3º dedicado al campo de aplicación, reiteró: 

"Artículo 3. Campo de aplicación. ...

Parágrafo 2°. Mientras se expiden las normas de carrera para el personal de las contralorías territoriales, para los empleados de la Unidad Administrativa Especial de Aeronáutica Civil y para los empleados del Congreso de la República, de las asambleas departamentales, de los concejos distritales y municipales y de las juntas administradoras locales les serán aplicables las disposiciones contenidas en la presente ley." (Se subraya).

Esta ley, al estructurar la Comisión Nacional del Servicio Civil, creó las Comisiones Departamentales y del Distrito Capital del Servicio Civil, y además en el Título VIII, rotulado como "De las contralorías territoriales" organizó las comisiones seccionales de carrera, cuya finalidad era la de dirigir y administrar la carrera de las contralorías, cuya jurisdicción era departamental. (Artículos 73 a 80).

De esta forma, la ley en cita creó de manera permanente la estructura que debía dirigir y administrar la carrera de las contralorías territoriales, y en cuanto a su regulación definió que se aplicarían las reglas de la misma ley, de manera transitoria, hasta tanto el legislador expidiera el estatuto especial.

Las normas que creaban las comisiones del servicio civil, tanto las departamentales como las seccionales, fueron demandadas ante la Corte Constitucional, que las encontró contrarias al estatuto fundamental, pues consideró que la Comisión Nacional del Servicio Civil es una entidad única de origen constitucional, que debe administrar, dirigir y vigilar las carreras administrativas, salvo las especiales, y por lo mismo la creación de las Comisiones departamentales desvertebraba tal institución, lo que reñía con la Carta. En relación con las comisiones seccionales, a más de aplicar el criterio anterior, expresó que su creación transgredía el artículo 130 ibídem, por cuanto la Comisión Nacional del Servicio Civil ninguna atribución tenía en relación con las carreras especiales.

Por ser fundamental para el asunto que se estudia, procede la Sala a transcribir los apartes correspondientes del fallo C ¿ 372 de 1999, que se comenta:

"Se tiene, entonces, a la luz de lo dicho, que la carrera en las contralorías de las entidades territoriales es de carácter especial y que, por lo mismo, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 130 de la Constitución, su régimen está expresamente exceptuado del ámbito que corresponde, en materia de administración y vigilancia, a la Comisión Nacional del Servicio Civil, de lo cual resulta que ésta no puede cumplir, en cuanto a tales entes, las aludidas funciones."

"De allí surge el interrogante de si, habida cuenta de esa falta de competencia de la Comisión Nacional, puede el legislador, como lo hace en el precepto cuestionado, someter la selección de personal de carrera en las contralorías territoriales a las directrices y a la vigilancia de comisiones del Servicio Civil por él creadas, con ámbito local o seccional, a manera de réplicas del ente nacional."

"Considera la Corte, por una parte, que si, como ya se dijo, la Comisión Nacional del Servicio Civil establecida por la Constitución es un organismo único encargado de administrar y vigilar por regla general el sistema de carrera, ningún sentido tiene la existencia de comisiones independientes a nivel territorial, no previstas por aquélla, cuya función descoordinada e inconexa desvertebraría por completo la estructura que la Constitución ha querido configurar en los términos descritos, frustrando los propósitos esenciales de sus artículos 125 y 130."

"Pero, además, si lo que se predica del régimen de carrera en las contralorías es su carácter especial, a tal punto que frente a ellas ninguna atribución puede cumplir la Comisión Nacional del Servicio Civil, menos todavía puede admitirse la existencia de cuerpos similares a ella en las contralorías de los departamentos y municipios. Lo que se impone es el establecimiento de las normas que sobre el particular la ley especial debe prever, de conformidad con las aludidas disposiciones constitucionales."

La sentencia que se analiza, también declaró la inconstitucionalidad de las normas que definían la composición de la Comisión Nacional del Servicio Civil, (artículo 44) todo lo cual trajo como consecuencia que la ley 443 de 1998 no fuera aplicada, que tampoco se integrara lo que se encontraba vigente de la misma con las leyes anteriores, situación que generó un estado de cosas inconstitucional, en tanto se definió, por las diferentes instancias administrativas, que la única forma de proveer los cargos públicos de carrera era mediante la fórmula del nombramiento provisional. Hasta la expedición de la ley 909 de 2004, prácticamente el país estuvo sin aplicar el régimen de carrera administrativa, incluido el del personal de las contralorías territoriales.

Recientemente, la Ley 909 de 2004, enlista dentro de las carreras especiales la de las contralorías territoriales, e incluye un parágrafo, numerado con el 2, que reitera la aplicación transitoria de la ley a los empleados de las contralorías territoriales, a cuyo tenor:

"Parágrafo 2o. (sic) Mientras se expida las normas de carrera para el personal de las Contralorías Territoriales y para los empleados de carrera del Congreso de la República les serán aplicables las disposiciones contenidas en la presente ley." (Se subraya).

Es importante recordar que la Corte Constitucional declaró conforme a la Carta el aparte de la ley 27 de 1992 que contenía una disposición similar a la transcrita.

Esta última norma permite dos interpretaciones posibles: 

a) Que a los empleados de la contralorías territoriales se les debe aplicar la carrera general en su totalidad, entendiéndose por tal, que pasan a formar parte de la carrera general hasta tanto se expida la regla especial; o bien,

b) Que a los funcionarios de carrera especial, se aplican aquellas normas de la carrera general que sean compatibles con la especialidad de la contraloría territorial, y en lo demás se debe respetar la autonomía y las finalidades propias de estos entes de control.

Cualquiera de estas interpretaciones permite dar cabal cumplimiento al mandato constitucional según el cual todos los empleados públicos deben tener una relación legal y reglamentaria regida por las leyes de carrera administrativa, salvo las excepciones de ley. Otra interpretación llevaría a que esos empleados se encuentren en la odiosa situación de los nombramientos provisionales sin el correspondiente concurso de méritos previo a su vinculación al servicio; situación a todas luces violatoria de los principios de carrera administrativa y de la función pública contenidos en la Constitución.

Para efectos de definir cuál de las interpretaciones expuestas es la más ajustada a derecho, procede la Sala a analizar, de manera sucinta la normatividad constitucional aplicable a las contralorías territoriales.

II. LA REGULACIÓN DE LAS CONTRALORÍAS TERRITORIALES.

En general, cabe afirmar que cuando se estudia la regulación de un órgano del Estado, es factible distinguir, al menos, cinco aspectos que pueden estar regulados en forma separada, a saber: las normas sobre estructura y organización, las normas sobre el ejercicio de sus funciones, las que regulan el personal, las que organizan el manejo de sus bienes y en forma especial los dineros, y las que ordenan el régimen de los contratos.

En cuanto al tema de la consulta, al hablar de carrera administrativa, pueden considerarse dos de los anteriores aspectos, el de la regulación de la relación laboral propiamente dicha, y el de la estructura administrativa que va a dirigir, administrar y vigilar la carrera de los funcionarios. La expedición de las primeras normas es de competencia legislativa, la de las segundas, tratándose de entidades del nivel territorial, es de competencia de las asambleas departamentales o de los concejos municipales. Veamos.

Al explicar los efectos jurídicos del artículo 125 de la Constitución Política que tenían relación con el tema del concepto, se decía que la Carta reservaba a la ley la expedición de la regulación de la carrera de todos los funcionarios del Estado, incluyendo los de las contralorías territoriales. Por esta razón, la ley 909 de 2004, así como ley 443 de 1998 y la ley 27 de 1992, ordenan la aplicación transitoria de estas reglas a los funcionarios de las contralorías territoriales, y por ésta razón la Corte Constitucional halló ajustada a derecho el canon que así lo definía, según se expuso. Igualmente se mencionó, al citar la sentencia de inconstitucionalidad de la ley 443 de 1998, que la Corte le negaba a la Comisión Nacional del Servicio Civil toda competencia en la administración de la carrera de estas entidades de control fiscal.

Al no ser competente la Comisión Nacional del Servicio Civil, es necesario preguntarse cuál es el órgano que debe administrar esta carrera especial, tema que pasa la Sala a analizar.

El tercer inciso del artículo 272 de la Constitución Política dice: "Corresponde a las asambleas y a los concejos distritales y municipales organizar las respectivas contralorías como entidades técnicas dotadas de autonomía administrativa y presupuestal." En concordancia con la regla transcrita, el artículo 300 ibídem confiere estas atribuciones a las asambleas: "Determinar la estructura de la administración departamental, las funciones de sus dependencias, las escalas de remuneración correspondientes a sus distintas categorías de empleo; crear los establecimientos públicos y las empresas industriales o comerciales del departamento y autorizar la formación de sociedades de economía mixta7." 

La Ley 330 de 19968, al desarrollar el artículo 3089 constitucional, reitera en el artículo 2º el carácter técnico y la autonomía administrativa y presupuestal de las Contralorías Departamentales y en el artículo 3º establece:

"Artículo 3. Estructura y planta de personal. Es atribución de las Asambleas Departamentales, en relación con las respectivas Contralorías, determinar su estructura, planta de personal, funciones por dependencias y escalas de remuneración correspondientes a las distintas categorías de empleo, a iniciativa de los contralores."

Vale la pena anotar que el artículo 9º de la Ley 330 de 1996, señala como una de las atribuciones de los Contralores Departamentales la de "proveer mediante concurso público los empleos de su dependencia que haya creado la Asamblea Departamental", y a la vez configura como causal de mala conducta la inaplicación del régimen de carrera.10

Una regla similar existe en el artículo 312, numeral 6º, de la Constitución Política para los Concejos Municipales, replicada en los artículos 32, numeral 9 y 157 de la Ley 136 de 199411, sobre organización y funcionamiento de los municipios. 

La jurisprudencia se ha pronunciado sobre la competencia constitucional y legal de las Asambleas Departamentales y de los Concejos para determinar la estructura, las funciones, las escalas de remuneración, los requisitos para el desempeño de los cargos y la planta de personal de las contralorías departamentales, municipales y distritales.12

Para la jurisprudencia, es clara la competencia legal de las Asambleas y Concejos para organizar la estructura de las contralorías territoriales, entendiendo como tal, que a más de organizar las dependencias que las conforman, asignan, de conformidad con la ley, las funciones que le corresponden a cada unidad administrativa. Es claro también que las Asambleas y los Concejos Municipales carecen de facultad para regular el control fiscal o la carrera administrativa de sus funcionarios. Su atribución está limitada a determinar la oficina que le corresponde cumplir las funciones reguladas en las leyes.

Dicho en otra forma, la ley 909 de 2004 como producto de la reserva legal para la regulación de la carrera administrativa, se aplica temporalmente y de manera imperativa a las contralorías territoriales en todo lo que atañe con la relación jurídica relativa a la selección, ingreso, ascenso, situaciones administrativas, retiro y demás elementos de la situación propia de la carrera; en tanto que, la estructura administrativa que ha de ejecutar esta ley, debe ser creada por las asambleas y concejos, y en el correspondiente acto se deben asignar las funciones que le correspondan a cada unidad administrativa para su cabal cumplimiento. De esta forma, se realizan los mandatos constitucionales que consagran, de una parte que por principio, todos los funcionarios, incluyendo los de las contralorías territoriales, estén bajo un régimen de carrera administrativa, y de otra, que estas entidades están dotadas de autonomía administrativa y presupuestal.

Por esta razón no es viable sostener que los funcionarios de las contralorías territoriales puedan estar sometidos temporalmente a la carrera general que administra, dirige y vigila la Comisión Nacional del Servicio Civil, pues se violaría la autonomía que ordena la carta constitucional, a más del artículo 130 de la misma.

Ahora bien, es precisamente en el marco constitucional y legal de la autonomía de las contralorías territoriales y de su competencia para ejercer las funciones administrativas inherentes a su propia organización, que la remisión del parágrafo del artículo tercero de la Ley 909 de 2004 "a las disposiciones contenidas en la presente ley", las habilita temporalmente para dar aplicación a los principios y procedimientos en ella previstos para adelantar los procesos de selección, elaborar las convocatorias a los concursos, elaborar las listas de elegibles, establecer y aplicar los instrumentos para evaluación del desempeño y en general para adelantar todas las actuaciones tendientes a dar vigencia jurídica y real a la exigencia constitucional de la carrera administrativa.

Con base en las consideraciones anteriores, 

La Sala RESPONDE:

1. De conformidad con el parágrafo del artículo tercero de la ley 909 de 2004, esta ley se aplica en forma transitoria a los empleados de las contralorías territoriales, en cuanto regula el conjunto de relaciones jurídicas de la carrera administrativa especial. 

2. De acuerdo con lo expuesto en la respuesta anterior, esta Sala conceptúa que la Comisión Nacional del Servicio Civil no es competente para administrar y vigilar la carrera administrativa especial de las contralorías territoriales, de conformidad con la prohibición expresa del artículo 130 de la Constitución Política. Deben ser las asambleas departamentales y los concejos municipales (en donde haya contralorías) quienes determinen las dependencias que administren y dirijan la carrera administrativa en estas entidades de control. 

3. Mientras se expida la ley que regule la carrera especial de las contralorías territoriales, las asambleas departamentales y los concejos municipales (en donde existan contralorías) al determinar las unidades administrativas que dirijan y administren la carrera especial de los funcionarios de estas entidades, deben señalar la dependencia encargada de definir y establecer, con aplicación de las normas de la carrera general, los instrumentos de evaluación de sus funcionarios. La ley especial que se expida al efecto, puede, respetando la autonomía departamental y municipal, definir el sistema de evaluación propio de esta carrera” (…). 

Se colige de lo transcrito  que al hablar de carrera administrativa, pueden considerarse dos aspectos, el de la regulación de la relación laboral propiamente dicha, y el de la estructura administrativa que va a dirigir, administrar y vigilar la carrera de los funcionarios.

 La expedición de las primeras normas es de competencia legislativa, la de las segundas, tratándose de entidades del nivel territorial, es de competencia de las Asambleas Departamentales o de los Concejos Municipales.

El Artículo 125 de la Constitución Política  reserva a la ley la expedición de la regulación de la carrera de todos los funcionarios del Estado, incluyendo los de las Contralorías Territoriales. Por esta razón, la ley 909 de 2004, así como ley 443 de 1998 y la ley 27 de 1992, ordenan la aplicación transitoria de estas reglas a los funcionarios de las Contralorías Territoriales, y por ésta razón la Corte Constitucional halló ajustada a derecho el canon que así lo definía. 

Igualmente en sentencia de inconstitucionalidad de la ley 443 de 1998,  la Corte le negó  a la Comisión Nacional del Servicio Civil toda competencia en la administración de la carrera de estas entidades de control fiscal. 

Así mismo el inciso tercero  del artículo 272 de la Constitución Política dice: "Corresponde a las asambleas y a los concejos distritales y municipales organizar las respectivas contralorías como entidades técnicas dotadas de autonomía administrativa y presupuestal." 

En concordancia con la regla transcrita, el artículo 300 ibídem confiere estas atribuciones a las Asambleas: "Determinar la estructura de la administración departamental, las funciones de sus dependencias, las escalas de remuneración correspondientes a sus distintas categorías de empleo; crear los establecimientos públicos y las empresas industriales o comerciales del departamento y autorizar la formación de sociedades de economía mixta." 

La Ley 330 de 1996, al desarrollar el artículo 308 constitucional, reitera en el artículo 2 el carácter técnico y la autonomía administrativa y presupuestal de las Contralorías Departamentales y en el artículo 3º establece:

"Artículo 3. Estructura y planta de personal. Es atribución de las Asambleas Departamentales, en relación con las respectivas Contralorías, determinar su estructura, planta de personal, funciones por dependencias y escalas de remuneración correspondientes a las distintas categorías de empleo, a iniciativa de los contralores."

De igual manera  el artículo 9 de la Ley 330 de 1996, señala como una de las atribuciones de los Contralores Departamentales la de "proveer mediante concurso público los empleos de su dependencia que haya creado la Asamblea Departamental", y a la vez configura como causal de mala conducta la inaplicación del régimen de carrera.
La jurisprudencia se ha pronunciado sobre la competencia constitucional y legal de las Asambleas Departamentales y de los Concejos para determinar la estructura, las funciones, las escalas de remuneración, los requisitos para el desempeño de los cargos y la planta de personal de las Contralorías Departamentales, Municipales y Distritales.
Para la jurisprudencia, es clara la competencia legal de las Asambleas y Concejos para organizar la estructura de las Contralorías Territoriales, entendiendo como tal, que a más de organizar las dependencias que las conforman, asignan, de conformidad con la ley, las funciones que le corresponden a cada unidad administrativa. Es claro también que las Asambleas y los Concejos Municipales carecen de facultad para regular el control fiscal o la carrera administrativa de sus funcionarios. Su atribución está limitada a determinar la oficina que le corresponde cumplir las funciones reguladas en las leyes.

Así las cosas la ley 909 de 2004 como producto de la reserva legal para la regulación de la carrera administrativa, se aplica temporalmente y de manera imperativa a las Contralorías Territoriales en todo lo que atañe con la relación jurídica relativa a la selección, ingreso, ascenso, situaciones administrativas, retiro y demás elementos de la situación propia de la carrera; en tanto que, la estructura administrativa que ha de ejecutar esta ley, debe ser creada por las Asambleas y Concejos, y en el correspondiente acto se deben asignar las funciones que le correspondan a cada unidad administrativa para su cabal cumplimiento. De esta forma, se realizan los mandatos constitucionales que consagran, de una parte que por principio, todos los funcionarios, incluyendo los de las contralorías territoriales, estén bajo un régimen de Carrera Administrativa, y de otra, que estas entidades están dotadas de autonomía administrativa y presupuestal.

Por lo anterior  no es viable sostener que los funcionarios de las Contralorías Territoriales puedan estar sometidos temporalmente a la carrera general que administra, dirige y vigila la Comisión Nacional del Servicio Civil, pues se violaría la autonomía que ordena la carta constitucional, a más del artículo 130 de la misma, concluyéndose entonces que en la reestructuración efectuada por la Contraloría General del Departamento del Quindío no se requería Estudio Técnico para el efecto, pudiendo suprimir el cargo del demandante tal como se hizo.

Ahora bien, es precisamente en el marco constitucional y legal de la autonomía de las contralorías territoriales y de su competencia para ejercer las funciones administrativas inherentes a su propia organización, que la remisión del parágrafo del artículo tercero de la Ley 909 de 2004 "a las disposiciones contenidas en la presente ley", las habilita temporalmente para dar aplicación a los principios y procedimientos en ella previstos para adelantar los procesos de selección, elaborar las convocatorias a los concursos, elaborar las listas de elegibles, establecer y aplicar los instrumentos para evaluación del desempeño y en general para adelantar todas las actuaciones tendientes a dar vigencia jurídica y real a la exigencia constitucional de la carrera administrativa.

Por lo expuesto les solicito a los Honorables Magistrados se revoque en todas sus partes la Sentencia de Primera instancia proferida por el a-quo, y se exonere al Departamento del Quindío de la responsabilidad endilgada”.

Una vez se analiza por el Comité  de Conciliación las 5 Apelaciones presentadas por el Departamento del Quindío dentro de los Procesos de Nulidad y Restablecimiento del Derecho promovidos por ex funcionarios de la Contraloría General de Departamento del Quindío  señores: LUZ MARINA GOMEZ PIZZA, JOSE MILCIADES RIOS MOLINA, VICTOR HUGO GARCIA, BEATRIZ ELENA ARIAS, JOSE OMAR LONDOÑO RODRIGUEZ, se ratifica en lo dicho en las apelaciones de las Sentencia de Primera Instancia, sin que exista animo conciliatorio por considerar  que no es viable sostener que los funcionarios de las Contralorías Territoriales puedan estar sometidos temporalmente a la carrera general que administra, dirige y vigila la Comisión Nacional del Servicio Civil, pues se violaría la autonomía que ordena la Carta Constitucional, a más del artículo 130 de la misma, concluyéndose entonces que en la reestructuración efectuada por la Contraloría General del Departamento del Quindío no se requería Estudio Técnico para el efecto, pudiendo suprimir el cargo de los demandantes tal como se hizo. Ahora bien, es precisamente en el marco constitucional y legal de la autonomía de las Contralorías Territoriales y de su competencia para ejercer las funciones administrativas inherentes a su propia organización, que la remisión del parágrafo del artículo tercero de la Ley 909 de 2004 "a las disposiciones contenidas en la presente ley", las habilita temporalmente para dar aplicación a los principios y procedimientos en ella previstos para adelantar los procesos de selección, elaborar las convocatorias a los concursos, elaborar las listas de elegibles, establecer y aplicar los instrumentos para evaluación del desempeño y en general para adelantar todas las actuaciones tendientes a dar vigencia jurídica y real a la exigencia constitucional de la carrera administrativa, así las cosas se considera que no es procedente conciliar los fallos de Primera Instancia proferido dentro de los procesos antes mencionados.

c-Se somete a estudio del Comité de Conciliación Acta de liquidación al contrato de Obra Publica 097 de octubre 8 de 2009 suscrito con el Ingeniero JAIRO AGUDELO GIRALDO  y el señor Gobernador del Departamento del Quindío doctor JULIO CESAR LOPEZ ESPINOSA, acta que contiene obligaciones pendientes por parte de la Administración a favor del ingeniero antes mencionado, por concepto de obra ejecutoriada  no contratada suma que asciende  a $20.002.276,oo. 
El Departamento del Quindío en el año de 2009 suscribe Contrato de Obra Pública No. 097, teniendo como fundamento las siguientes consideraciones:

· Como consecuencia de la ola invernal que se presento en el Municipio de Pijao y las fuertes crecientes de la quebrada el Ingles que atraviesa el casco urbano del mencionado  Municipio, se afectaron varios puentes vehiculares a los que luego de hacerles una exhaustiva patología contratada por el departamento del Quindío, se recomendó hacer restricción de carga en unos y demoler y reconstruir totalmente  otros. 
· El puente ubicado en la calle 14 entre carreras 5 y 6 del Municipio de Pijao, requiere que se haga demolición de la obra existente y construcción de una nueva estructura que permita nuevamente la circulación de vehículos de carga pesada y el transito normal de elementos y productos, para que no se vea afectado el comercio y se contribuya con la seguridad y comodidad de los usuarios  de tan importante sector.
· Para la ejecución de las labores se requiere realizar la demolición de la estructura existente, construir los cabezales y losa del nuevo puente y finalmente llenar con material seleccionado y restituir el pavimento que se haya afectado, el presente proyecto se encuentra inscrito en el Banco de Programas y Proyectos de Inversión del Departamento del Quindío bajo el No. BPPID-2009-63000-000, denominado “MANTENIMIENTO DE LA INFRAESTRUCTURA VIAL DEL DEPARTAMENTO DEL QUINDÍO”  imputación presupuestal según POAI 2009: 0308-5-1,1,2,4,29, Decreto 1400 de diciembre 20 de 2008, el cual contempla dentro de sus actividades  “MANTENIMIENTO CONSTRUCCIÓN PUENTES” y apunta a la meta “ACTUALIZAR EL PLAN VIAL DEPARTAMENTAL Y SU RESPECTIVA SEÑALIZACIÓN Y EJECUTAR SU PLAN DE ACCIÓN” este proyecto materializa nuestro plan de desarrollo, especialmente lo contenido en la política  1. “TERRITORIAL Y AMBIENTAL”  programa 1.2 “ORDENACIÓN DEL TERRITORIO”, y el  subprograma 1.2.4 “INFRAESTRUCTURA PARA EL DESARROLLO VIAL Y SOCIAL”.
· El objeto del contrato consistía en contratar por el sistema de precio unitario fijo la obra “CONSTRUCCIÓN PUENTE VEHICULAR CALLE 14 ENTRE CARRERAS 5 Y 6 MUNICIPIO DE PIJAO”.
· En razón a la cuantía y al tipo de contrato a celebrar se trata de un proceso de selección abreviada de menor cuantía, regulada en el Artículo 2 No. 2, Ley 1150 de 2007, Decreto 2474 de 2008 y Decreto 2025 de 2009,  plazo de ejecución 90 días, lugar de ejecución Pijao Quindío calle 14 entre carreras 5 y 6.  
· Certificado de disponibilidad presupuestal de fecha 2 de julio de 2009 por valor de $182.841.490. 
· Presupuesto oficial $182.841.490,00.
· Mediante la resolución No. 000886 del 17 de septiembre de 2009    “POR MEDIO DE LA CUAL  SE ORDENA LA APERTURA DE UN PROCESO PRE-CONTRACTUAL”, en este acto administrativo se ordena que a partir  del 17 de septiembre de 2009 desde las 8:00 de la mañana en la Secretaria de Infraestructura de la Gobernación del Quindío, la apertura del proceso de selección abreviada de menor cuantía para contratar “CONSTRUCCIÓN PUENTE VEHICULAR CALLE 14 ENTRE CARRERAS 5 Y 6 MUNICIPIO DE PIJAO” cuyo proceso se identificara con el numero 03 de 2009 de la Secretaria de Infraestructura, el Proceso de Licitación Pública de que trata la presente Resolución  estará sometida en todos sus aspectos a las disposiciones legales estipuladas en la Ley 80 de 1993, Ley 1150 de 2007,  y en los Decretos Reglamentarios  especialmente las disposiciones contenidas  en el decreto 2474 de 2008, Decreto 4828 de 2008, Decreto 4881 de 2008, Decreto 836 de 2009, 2025 de 2009 entre otros, así como a las condiciones que sobre el particular se establezcan en los pliegos de condiciones. 
· Mediante la Resolución No. 001002  del 13 de octubre de 2009 “POR MEDIO DE LA CUAL SE ADJUDICA UN PROCESO PRE-CONTRACTUAL” , en este acto en su parte resolutiva se contempla: Adjudicar el Proceso pre-contractual de selección abreviada de menor cuantía No. 03 de 2009 adelantado por la Secretaria de Infraestructura Departamental, cuyo  objeto es “CONSTRUCCIÓN PUENTE VEHICULAR CALLE 14 ENTRE CARRERAS 5 Y 6 MUNICIPIO DE PIJAO”, al CONSORCIO SAHARA,  representado legalmente por el Ingeniero JAIRO AGUDELO GIRALDO  identificado con la cédula de ciudadanía No. 7.546.275  por un valor de $175.074589,30 M/CTE.
· Con fecha 17 de septiembre de 2009 se suscribe acta de iniciación al Contrato de Obra No. 097 de 2009.
· En oficio S.I.525-2009 de noviembre 6 de 2009 del Ingeniero Carlos Eduardo Ríos Gómez Profesional Universitario de la Secretaria e Infraestructura de la Gobernación del Quindío, manifiesta que:  En la actualidad la Secretaria de Infraestructura adelanta el proyecto de reconstrucción del puente ubicado en la calle 14 entre carreras 5 y 6, allí se encuentra tuberías de alcantarillado y de acueducto suspendidos  por los daños que se habían presentado. Requerimos  una evaluación de dichas tuberías para que su restitución sea programada junto con las obras que se adelantan, dirigido al Gerente de ESAQUIN de la época.

· En certificación del a alcaldía Municipal de Pijao Quindío de fecha enero 27 de 2010 la Jefe de Planeación, Medio Ambiente e Infraestructura certifica. QUE LA CONSTRUCCIÓN DEL PUENTE UBICADO EN LA CARRERA 5 CON CALLE 14 DEL MUNICIPIO DE PIJAO  PRESENTO RETRASO APROXIMADO DE 3 SEMANAS  DEBIDO A QUE FUE NECESARIO DEMOLER 2 PIEDRA MUY GRANDES Y REALIZAR EL MOVIMIENTO DE OTRAS INTERNAS. SE DA CONSTANCIA DE LO ESCRITO ANTERIORMENTE DEBIDO A LAS VISITAS QUE SE REALIZABAN DIARIMENTE POR ESTA DEPENDENCIA PARA REVISAR LOS AVANCES DE OBRA.
· En informe final de Interventoria se consigno por el Ingeniero Carlos Eduardo Ríos Gómez Profesional Universitario de la Secretaria de Infraestructura de la Gobernación del Quindío que: EN LA DEMOLICIÓN DEL ESTRIBO DERECHO, SE PRESENTA UNA ROCA QUE OBSTACULIZA EL NORMAL DESPLANTE DEL NUEVO ESTRIBO, POR LO QUE SE REQUIERE LA UTILIZACIÓN DE EQUIPO PESADO PARA LA DEMOLICIÓN DE LA MISMA  LO CUAL RETRASA  EL CRONOGRAMA DE ACTIVIDADES  EN TRES SEMANAS. ESTA DEMOLICIÓN SE REFLEJA EN UN INCREMENTO DE OBRA EJECUTADA NO CONTRATADA, Y CON EL  CUAL ESTE RECURSO LLEGA A 20 MILLONES APROXIMADAMENTE. LA ADMINISTRACIÓN MUNICIPAL ACOMPAÑA EL PROCESO CONSTRUCTIVO DEL PUENTE.

· En informe de Interventoria se contempla: DESARROLLO DE ACTIVIDADES: Una vez realizada la evaluación inicial de los trabajos, se determina el costo de los trabajos y se autoriza el comienzo de las obras. Este costo incluía un valor adicional de quince millones de pesos $15.000.000 adicionales al contrato, para el desarrollo de las obras se cuenta con el acompañamiento de funcionarios de la Alcaldía los cuales están al tanto de las obras proyectadas. Se verifica la contratación de mano de obra no calificada de la zona, con el propósito de dar cumplimiento  a los acuerdos pactados en el contrato de obra. Se inician las demoliciones previstas, sin contratiempos y los trabajos avanzan de acuerdo al cronograma propuesto. La obra se visita para verificar el avance de los trabajos, y dar autorización al proceso de vaciado de concreto. Para el recibido de los trabajos se toman las muestras de concreto de cada jornada de vaciado, de la cual se obtiene los resultados, los cuales son revisados y aprobados, para el desarrollo de las etapas siguientes. Se autoriza el uso de acelerante de fraguado para mejorar los tiempos de entrega de las obras, lo que permite la construcción de los llenos, el desconfrado de la placa.  Durante la última fase de demoliciones, se encuentran varias rocas de gran magnitud, que imposibilitan la construcción del estribo en la cota de cimentación señalada, por lo que su demolición es imprescindible. Este proceso acarreo demoras  en la ejecución y costos que no eran previsibles, ya que las rocas  no estaban expuestas al momento de iniciar los trabajos. Estos costos adicionales se elevan a $20. Millones (incluido el AIU). De esta situación se enteran los funcionarios de la Alcaldía que hacen el acompañamiento y se percatan de los problemas que representan la demolición de las mismas. Los costos adicionales para el contrato de la referencia obedece exclusivamente a CRITERIOS TÉCNICOS, que obligan a incorporar actividades necesarias para la correcta ejecución de los trabajos, no son producto del  capricho  del Interventor o del Contratista, no corresponde a obras suntuarias  o por fuera del objeto contractual. Todo contrato de obra se basa en un PRESUPUESTO, es decir, un SUPUESTO PREVIO  que es susceptible de ser objeto de modificación en el transcurso de las labores. Presupuesto de obra adicional adjunto a este informe de Interventoria por un valor de $20.002.275,61, emitido por el  Interventor Ingeniero Carlos Eduardo Ríos Gómez.  
· En oficio S.I 070 de febrero 1 de 2010, el Interventor Carlos Eduardo Ríos Gómez Profesional Universitario de la Secretaria de Infraestructura de la Gobernación del Quindío, solicita adicional al contrato de obra 097 de 2009.                       
· En acta de recibo de obra de fecha 14 de mayo de 2010  suscrita por el Ingeniero Carlos Eduardo Ríos Gómez Profesional Universitario de la Secretaria e Infraestructura de la Gobernación del Quindío  y el secretario de Infraestructura Ingeniero Juan Carlos Marín Bedoya, consta: Que el Consorcio SAHARA con Nit 900318193-4 y representado legalmente por el Ingeniero Carlos Agudelo Giraldo  ejecuto a cabalidad el Contrato de Obra No. 097 de 2009 “CUYO OBJETO FUE CONSTRUCCIÓN PUENTE VEHICULAR CALLE 14 ENTRE CARRERAS 5 Y 6 MUNICIPIO DE PIJAO”, el mencionado contratista se ciño a las especificaciones técnicas estipuladas en el contrato de obra.
· En acta de liquidación de fecha 1 de junio de 2010 al Contrato de Obra Pública No. 097 de 2009 se contemplo en dicha acta:  “EN VIRTUD DE LO INDICADO EN EL INCISO 4 DEL ARTÍCULO 11 DE LA LEY 1150 DE 2007, EL INGENIERO JAIRO AGUDELO GIRALDO  REPRESENTANTE LEGAL DEL CONSORCIO SAHARA CONTRATISTA, DECLARA QUE NO TIENE TRABAJOS PENDIENTES CON LA ADMINISTRACIÓN DEPARTAMENTAL Y QUE EL DEPARTAMENTO LE ADEUDAD LA SUMA DE VEINTE MILLONES DOS MIL DOSCIENTOS SETENTA Y SEIS PESOS ($20.002.276) POR CONCEPTO DE OBRA EJECUTADA NO CONTRATADA, VALOR SOBRE EL CUAL NO SE DECLARA A PAZ Y SALVO, SUMA SOBRE LA CUAL SE EJERCERÁ EL DERECHO DE RECLAMACIÓN POR VÍA EXTRAJUDICIAL ADMINISTRATIVA   O POR VÍA JUDICIAL”.
Por lo expuesto considera el Comité de Conciliación de la Gobernación del Quindío que es procedente conciliar con el Contratista, toda vez que,  se pudo  constatar de  la documentación del Contrato de Obra Pública No. 097 de 2009, que el mayor valor del contrato es obra ejecutada no contratada, por lo que a la fecha se adeuda el valor de $20.002.275,61, monto que se contemplo en el ACTA DE LIQUIDACIÓN AL CONTRATO.  
Que dicha suma no se reconocerá con indexación  ni intereses de mora,  igualmente se declarara dentro de la audiencia de conciliación ante la Procuraduría Judicial  Administrativa reparto a  paz y salvo por todo concepto.

Por lo anterior se procederá a solicitar la conciliación ante la Instancia competente y  cancelar el valor adeudado.
3-Proposiciones y varios.

Se agota el orden  del día y se firma,

JOSE J. DOMINGUEZ GIRALDO 
Jefe Oficina Privada  

Presidente del Comité de Conciliación



YUDI FRANCES RAMÍREZ GIRALDO

Secretaria Técnica Comité de Conciliación 

Reviso: Dra. Luz Adriana Gómez Ocampo 
Elaboro: Dra. Yudi Francés Ramírez Giraldo[image: image1]
